PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY

ARTÍCULO 1°: Modifícase el artículo 308° del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 308°: Habiendo sido notificado de acuerdo a lo establecido en los artículos 60 y 162 y existiendo voluntad de imputado de prestar declaración, el fiscal recibirá la misma, previa notificación al defensor y ante la presencia de éste, bajo sanción de nulidad.





 Si lo solicitare el imputado, podrá declarar ante la presencia del Juez de Garantías.

                              Ningún interrogatorio del imputado podrá ser tomado en consideración, cuando su abogado defensor no se encontrare presente y además previamente no haya podido asesorarle sobre si le conviene o no declarar, o advertirle sobre el significado inculpatorio de sus manifestaciones, ello bajo pena de nulidad.

                             Cuando el imputado se encontrare privado de su libertad, la entrevista con su defensor deberá realizarse dentro de las doce (12) horas. Este plazo podrá prorrogarse por otro igual, cuando el defensor no hubiese podido hacerse presente o cuando lo solicitare el imputado para proponer defensor.





 La declaración se producirá en la sede de la fiscalía, salvo que las circunstancias requieran del traslado del fiscal a otro sitio para recibirla, lo que deberá ser notificado a la defensa. 

ARTÍCULO 2°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS


Desde la aplicación del nuevo Código Procesal Penal en nuestra provincia, se ha convalidado una práctica que pone en serio riesgo la defensa en juicio y es propia del proceso inquisitivo, como lo es indagar al imputado para obtener de él mismo, los datos materia de investigación, lo que se encuentra reñido con lo dispuesto en la Carta Magna, como una garantía constitucional en el artículo 18°:


Por ello propiciamos una reforma en el sentido del sistema acusatorio, pretendiendo que el imputado haga de su declaración, un verdadero elemento defensista y no como hasta ahora, que a pesar de la enunciación, de que la negativa a declarar no crea presunción en su contra, deja flotando una sensación inocultable de parcialidad.


En igual sentido, impulsamos como reforma sustancial que cualquier declaración del imputado deba ser hecha, con el consejo legal del defensor y en presencia de éste, no como hasta el momento, donde se pretende suplantar la presencia del defensor, en el momento de prestar declaración, por la de haber tenido la entrevista previa, que establece este artículo 308 en su tercer párrafo, que aquí se reforma.


En realidad se debe distinguir claramente, el asesoramiento del imputado, sobre todo de aquél que se encuentre detenido, con el control que técnicamente pueda hacer el defensor en el acto del interrogatorio del Fiscal o eventualmente del Juez de Garantías.


Se dice que una cosa es el dictado de una declaración y otra muy distinta, un interrogatorio dirigido, con un fin determinado, averiguar lo que el imputado sobre el hecho investigado y su participación él, en el que no siempre suelen respetarse las garantías del individuo, por lo que es más importante, es la facultad de la defensa de oponerse a determinadas formas de interrogatorios, o a preguntas que tienden a la autoincriminación.


También queda desarticulada la restricción que la norma reformada traía, con respecto a que la solicitud de declarar ante el Juez de Garantías, debía ser motivada, obviamente quien juzgaba la motivación era el Fiscal, que no de no compartir el criterio de la misma, no hacía lugar al requerimiento del imputado.


Seguramente se alzarán voces sobre la imposibilidad material de la defensa oficial, de no poder asistir a sus defendidos, por distintos motivos y ello deberá solucionarse de acuerdo a lo previsto, en este mismo artículo utilizando la prórroga, ya que siendo notificado de lo dispuesto en los artículos 60 y 162, dentro de las 12 horas, deberá el imputado mantener la entrevista con su defensor y dicho plazo deberá postergarse por un período igual donde debe quedar cumplida dicha imposición.


Tanto la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, el Pacto de San José de Costa Rica, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos aprobado por la República Argéntina  han establecido que se revierta esta situación.


El Estado es quien tiene la facultad de persecución de los delitos de orden público y esta vindicta pública, se diferencia de la venganza por mano propia, justamente en las garantías que debe observar el debido proceso. Debemos recordar lo que el filósofo enseñaba, “Los hombres son tan insensatos que una violencia consentida, termina por parecerles un derecho (Helvetius, Siglo XVII).


Es por todo ello que sugerimos la presente reforma al artículo 308° del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires.

